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La autorización ambiental integrada al vertedero de Miramundo es 

injustificada, incumple la legislación de residuos y no resuelve la gestión 

de los residuos urbanos. 
 

 

La resolución de la Delegación Provincial de Medio Ambiente de Cádiz, concediendo la 
Autorización Ambiental Integrada al vertedero de Miramundo ( en el término de 
Medina Sidonia) es injustificable porque no ha resuelto ninguno de los graves 
problemas ambientales que arrastra desde su inicio y porque supone una pésima 
aplicación de los requisitos que exige la Ley 16/2002 de 1 de julio de prevención y 
control integrados de la contaminación. 

Además, la gestión de este macrovertedero ha obviado por completo la obligación de 
someter a tratamiento previo a los residuos urbanos que almacena y no existe ninguna 
garantía de que con esta incomprensible A.A.I. lo vaya a hacer en el futuro. No se trata 
en realidad de un solo vertedero, sino de cuatro, el primero ya sellado acumula 3,3 
millones de toneladas de residuos, el segundo ya colmatado casi 2 millones, el tercero 
en construcción albergaría también 2 millones toneladas y el cuarto (en proyecto) se 
dimensionaría en 1,9 millones de toneladas de basuras. Es decir, en la actualidad los dos 
vertederos activos acumulan más de 5 millones de toneladas de residuos, una cantidad 
descomunal, por encima de la producción total de residuos sólidos urbanos de 
Andalucía en un año. Lo más irritante es que gran parte de estos desechos podrían y 
deberían haber sido aprovechados, sobre todo la fracción orgánica, y van a funcionar 
como reactores químicos, generando metano y otros contaminantes ambientales, en un 
período dilatado de tiempo. ¿Por qué se ha llegado a esta situación insostenible, 
acortando la vida operativa de los vertederos y obligando a ampliaciones continuas de 
los frentes de vertido?. 
 
Los responsables tienen nombres y apellidos y son dos: 
 

• El responsable de la gestión de los residuos urbanos, el Consorcio Bahía de 
Cádiz inicialmente y en la actualidad Biorreciclaje, que ha sido incapaz de sacar 
adelante las construidas y nunca utilizadas instalaciones de compostaje aerobio y 
de biometanización, que además de cumplir con la legalidad y la financiación 



 

 

 
disponible hubieran reducido considerablemente la fracción de “rechazos” a 
“eliminar” en vertedero. ¿En qué se han invertido los más de 30 millones de 
euros destinados a Miramundo, de los cuales 18 millones procedían de los 
fondos comunitarios? ¿A qué esperan sus máximos responsables, Antonio 
Fernández y Antonio Ramírez, para dar explicaciones que nunca presentaron en 
la Mesa Social de Residuos de la provincia? ¿Por qué no son cesados, dada su 
manifiesta incompetencia?. 

 
 

 
• La Administración responsable de la planificación de la gestión de los residuos 

urbanos, de promover la reducción, la reutilización y el reciclado de los 
residuos, y de aplicar sanciones cuando la gestión de los desechos urbanos vaya 
en contra de la normativa vigente en materia de residuos (Ley 7/1994 de 
Protección Ambiental), es decir, la Consejería de Medio Ambiente. La Ley 
7/2007 de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental que entra en vigor este 
año, precisa aún más estas competencias en su artículo 98, al fijar sus 
competencias en la vigilancia e inspección de la gestión de los residuos y en el 
ejercicio de su potestad sancionadora. A lo largo de los casi 10 años de la 
Declaración de Impacto Ambiental de la planta de Miramundo (resolución de 24 
de junio de 1998),  la Consejería de Medio Ambiente no ha adoptado medidas 
sancionadoras por el flagrante incumplimiento de la D.I.A., en particular de la 
prohibición de verter residuos “con un porcentaje de materia orgánica superior al 
10% y que no estén previamente embalados”. En vez de funcionar como 
vertedero de “rechazos”, al no operar ni la planta de compostaje ni la de 
digestión anaerobia, Miramundo ha recibido y recibe residuos urbanos en bruto, 
sin tratamiento, incumpliendo las exigencias del Decreto 218/1999 del Plan 
Director de Gestión de Residuos Urbanos de Andalucía, del R.D. 1481/2001 de 
vertederos, de la Ley 10/1998 de Residuos y de la Directiva 199/2001, que 
persiguen reducir los residuos biodegradables destinados a vertedero. 

 
La confianza en que la Autorización Ambiental Integrada serviría para corregir todas 
estas irregularidades se ha volatilizado con la resolución del 30 de octubre del año 
pasado, firmada por la delegada provincial, Mª Gemma Araujo. La finalidad de la Ley 
16/2002 de Prevención y Control Integrados de la Contaminación es prevenir, evitar o al 
menos reducir la contaminación de la atmósfera, el agua y el suelo, para lo cual obliga  
a aplicar las mejores técnicas disponibles. En el caso de los residuos, las A.A.I.s 
deberían por tanto garantizar que la jerarquía de gestión  (reducción, reutilización, 
reciclaje, eliminación) se lleva a cabo en las plantas de tratamiento. Ya es revelador que 
en la A.A.I.  de Miramundo, a diferencia de las de Las Calandrias (Jerez) y Los Barrios, 
se escamotee la evaluación de la instalación de compostaje (que sabemos que no 
funciona) y se limite a la operación del vertedero: ¿Cómo puede aseverar que estará 
prohibida la: 
 
“Materia orgánica biodegradable susceptible, técnicamente y 
económicamente, de tratamiento previo (salvo en casos puntuales 
debidamente justificados)”, 
 



 

 

 
cuando no exige el adecuado funcionamiento de las instalaciones de compostaje y 
maduración de la fracción orgánica?. 

 

 

 

 

 

 

El escamoteo de los digestores de biometanización (que nunca han funcionado) también 
es manifiesto, cuando emplaza a que: 

 

“se prevé que en un futuro puedan ser aprovechados mediante su 
valorización energética los gases de vertedero”. 

 

¿De qué forma la A.A.I. puede garantizar que esta cogeneración sea operativa algún día, 
cuando ambos digestores son una declaración de inutilidad e incompetencia? ¿Qué 
mejores técnicas disponibles arbitra para que entren en funcionamiento? 

Todavía más escandaloso es que a pesar de que la A.A.I.  es una acreditación mucho más 
rigurosa que la D.I.A.  (Declaración de Impacto Ambiental) de la Ley 7/1994, no solo esta 
Autorización, sino también las de Las Calandrias y Los Barrios rebajan 
considerablemente las exigencias de gestión de los desechos:  

frente a la prohibición de verter residuos con un % de materia orgánica superior al 10% de 
la D.I.A.  de 1998, la Autorización Ambiental de 2007 la eleva: 

 

“los residuos deberán compactarse (previamente a su deposición o in 

situ), evitando contenidos en humedad por encima del 65% y de 

materia orgánica por encima del 30%”. 

 

El mundo al revés, cuando el avance de la sensibilidad ciudadana y de la legislación 
exigen medidas más drásticas de recuperación de los residuos, la Consejería debe de 
considerar muy estrictos los límites del 10 y los eleva al 30% de materia orgánica sin 
aprovechamiento y vertida. ¿Dónde está el cumplimiento de la Directiva 2006/12/CE, 
que emplaza a todos los Estados miembros de la Unión Europea a adoptar medidas 
encaminadas a limitar la producción de residuos, en particular promoviendo las 

tecnologías limpias y los productos reciclables y reutilizables. 

 

 La Ley 16/2002 busca la excelencia ambiental y no un mero refrito de autorizaciones 
ambientales; la aberración de esta A.A.I.  es aún mayor cuando rebaja los porcentajes de 
recuperación de la D.I.A.  de hace 9 años. En vez de regular la operación de la planta de 
gestión de los R.S.U.,  la delegación provincial de Medio Ambiente se limita  a poner 



 

 

 
cupos de emisión y vertido a la atmósfera, al suelo y a las aguas. El contaminante más 
insidioso de los vertederos, el gas metano, ni siquiera se recoge en los valores límite de 
emisión de la D.I.A.,  cuando es un potentísimo gas de efecto invernadero (más de 23 
veces en potencial de calentamiento que el CO2), regulado en los informes EPER de la 
Ley IPPC (a partir de este año E-PRTR), y que el Plan Andaluz de Acción por el Clima 
2007-2012, aprobado en Consejo de Gobierno el 5 de junio pasado, recoge como una de 
las 140 medidas a implementar en Andalucía: 

 

“evitar las emisiones de metano en vertederos”. 

 

La D.I.A.  se limita a poner medidas y cupos a las emisiones contaminantes al aire, a las 
aguas y al suelo, pero no exige la introducción de las mejores técnicas en la gestión del 
vertedero y renuncia  a evaluar el funcionamiento de las instalaciones de compostaje y 
biometanización, que son las que garantizarían que: 

 

“Previamente a la deposición de los residuos, deberá realizarse un 
tratamiento previo que contribuya a los objetivos establecidos en el 
principio de jerarquía recogido en el artículo 1.1 de la Ley 10/98 de 
Residuos” 

 

La A.A.I. pone un plazo de tres meses para “adaptar la gestión del vertedero  a las 
exigencias de tratamiento previo de los residuos”, compromiso que no se va a cumplir, 
primero porque la empresa gestora del vertedero, Biorreciclaje, ha sido incapaz  de 
realizarlo en el transcurso de 9 años desde la declaración de impacto ambiental, y 
segundo porque la delegación provincial de Medio Ambiente no entra a exigir el 
correcto funcionamiento del compostaje y la biometanización, tecnologías construidas e 
inoperantes desde el inicio, limitándose a “evaluar” la gestión del vertedero. Tampoco 
los otros plazos ofrecidos, seis meses para que Biorreciclaje acredite medidas 
correctoras  y un año para que el vertedero reciba sólo residuos en balas prensadas y 
cuente con plan de mantenimiento, correrán mejor suerte, al no entrar en la gestión de 
las plantas inactivas y desviar la mirada al vertedero. 

 

La única opción que quedaba a la delegación provincial era no conceder la Autorización 
Ambiental Integrada y proceder a recabar el correcto funcionamiento de las 
instalaciones, adoptando al mismo tiempo soluciones de emergencia que dieran salida  
al volumen diario de basuras urbanas sin comprometer al medio ambiente y sin que 
pasáramos al vertido incontrolado. Ofrecer un autorización en precario y con todos los 
interrogantes acerca del buen resultado de las medidas, representa una mala aplicación 
de la Ley 16/2002, que exige la excelencia ambiental, y no una mera enumeración de 
valores límite de emisión. En caso de no cumplir el plazo del 30 de octubre de 2007 
para disponer de A.A.I., la Ley contempla: 

 



 

 

 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Ley IPPC 16/2002 de 1 julio: 

 

“Primera. Régimen aplicable a las instalaciones existentes. 

Los titulares de las instalaciones existentes, definidas 

en el artículo 3.d) de esta Ley, deberán adaptarse a 

la misma antes del 30 de octubre de 2007, fecha en la 

que deberán contar con la pertinente autorización 

ambiental integrada. 

A estos efectos, si la solicitud de la autorización 

ambiental integrada se presentara antes del día 1 de 

enero de 2007 y el órgano competente para otorgarla 

no hubiera dictado resolución expresa sobre la misma 

con anterioridad a la fecha señalada en el párrafo anterior, 

las instalaciones existentes podrán continuar en 

funcionamiento de forma provisional hasta se dicte 

dicha resolución, siempre que cumplan todos los requisitos 

de carácter ambiental exigidos por la normativa 

sectorial aplicable”. 

 

Entendemos que esta es la acción que debería haber hecho Medio Ambiente con 
Miramundo. La recientemente aprobada Ley 42/07 de Patrimonio Natural y 
Biodiversidad abunda en esta solución: 

 

Disposición final sexta. Modificación de la Ley 16/2002, 

de 1 de julio, de prevención y control integrados de la 

contaminación. 

El segundo párrafo de la disposición transitoria primera 

queda redactado como sigue: 

«A estos efectos, si la solicitud de la autorización 

ambiental integrada se presentara antes del día 1 de 

enero de 2007 y el órgano competente para otorgarla 

no hubiera dictado resolución expresa sobre la 

misma con anterioridad a la fecha señalada en el 

párrafo anterior, las instalaciones existentes podrán 

continuar en funcionamiento de forma provisional 

hasta que se dicte dicha resolución, por un plazo 

máximo de seis meses, siempre que cumplan todos 

los requisitos de carácter ambiental exigidos por la 

normativa sectorial aplicable.» 

 

Creemos que Medio Ambiente se ha equivocado con esta concesión. Tampoco 
entendemos que el rigor en cambio se haya aplicado sólo con otro vertedero igualmente 
ilegal, el de La Victoria en Chiclana, sometido a un cierre sin paliativos. ¿Por qué dos 
varas de medir? Las exigencias que se pedían al vertedero de La Victoria en el 
apercibimiento de cierre son perfectamente aplicables a Miramundo: 

 



 

 

 
Informe de la D. P. de Medio Ambiente, de 17.10.07, sobre la Victoria que sirve de base 
para su cierre: 
 
1º: "... no se cumple el principio de jerarquía establecido en el art. 1 de la Ley 10/98 ...";  
 
2º: "... no se efectúa ningún tipo de tratamiento previo para los residuos, de acuerdo con 
las previsiones del art. 6 del RD 1481/01 ...";  
 
3º: "... el Ayto. no ha dado cumplimiento al trámite establecido en el art. 15 de precitado 
RD ... relativo al Plan de Acondicionamiento del vertedero ...".    
 
4º "... el vertedero ... no se ha adaptado a las exigencias del RD 1481/01 ... lo que ha 
impedido valorar los impactos ambientales a considerar";  
 
7º: "... no se ha dado cumplimiento a los objetivos establecidos en ... el Plan Dtor. 
Territorial de RSU de And. y, por extensión, al cumplimiento de los objetivos fijados en 
el Plan  Nnal. de  RSU".    
 
Todo ello, sustancialmente, es lo que, según el considerando 6º, hace que la DP de la 
CMA, en base al aludido RD, decrete el cierre de La Victoria  ("...la autoridad 
competente tomará las medidas necesarias para cerrar las instalaciones lo antes posible 
..."). 
 
En el caso de Chiclana, la autorización para llevar sus basuras al vertedero de La 
Victoria, estaba condicionada en el Plan Director Provincial de R.S.U. a la entrada en 
funcionamiento de la planta de Miramundo o a que se construyera el acceso Sur; 
también se establecía que la gestión fuera de carácter supramunicipal y que su uso no se 
prolongara más allá del año 2000. Este acuerdo fue adoptado por unanimidad por el 
Pleno de la Diputación Provincial de Cádiz el 29 de julio de 1997. Pues bien, ninguna 
de estas cuatro condiciones se ha cumplido, por lo que el vertedero ha estado 
funcionando al margen de la legalidad  que determina el real Decreto 1481/2001 de 
eliminación de residuos en vertedero. El trazado de la cañada de La Higuera permitía 
unir Chiclana con Medina a partir del punto kilométrico 13,140 de la carretera A-390 y 
se anunció como una obra inminente en las últimas reuniones de la Mesa Provincial de 
Residuos; el resultado: otro incumplimiento.  ¿Por qué la Delegación Provincial de 
Medio Ambiente ha tardado tantos años para actuar? 

 
Falta en la documentación de la A.A.I. de Miramundo que hemos recibido el informe de  
la Cuenca Atlántica Andaluza de la Agencia Andaluza del Agua, remitido a la D. P. de 
la CMA con fecha de 3.7.07.  No sabemos si este informe fue sometido a información 
pública (el anuncio se publicó en el BOP el 26.6.07).  Este informe tiene una 
importancia especial si se tiene en cuenta que el Consorcio Bahía de Cádiz ya fue 
sancionado (Resolución del Ministerio de Medio Ambiente de 15.2.02) por el vertido de 
los lixiviados a raíz de denuncias del SEPRONA y de la Guardería Fluvial, siendo 
objeto de una sanción (multa e indemnización) de casi 114.000 €  por daños causados al 
Dominio Público Hidráulico,  sanción ratificada por sentencia de la Audiencia Nacional 
de 8.2.06. 
 
No hay ninguna garantía de que la exigencia de la D.I.A. de prohibir: 



 

 

 
 
“Cualquier otro residuo que no cumpla los criterios de admisión establecidos en la 

Decisión 2003/33/CE, de 19 de diciembre, por el que se establecen los criterios y 

procedimientos de admisión de residuos en los vertederos”. 

se pueda cumplir. 

 

 

En el caso de la A.A.I. del “complejo ambiental” de Bolaños, gestionado por Verinsur, 
en Jerez, sí entra a evaluar todas las instalaciones, incluidas las industriales. Debemos 
cuestionar  la supuesta inertización de los residuos peligrosos orgánicos, al tratarse de 
una mera estabilización: 

“La estabilización se realiza mediante la adición en distintas proporciones de 
cemento, oxido cálcico, lechada de cal, escorias y absorbentes. Durante la 
estabilización, los componentes tóxicos del residuo son convertidos en materiales 
químicamente más estables” 
 
Es esta la fórmula por la cual se evita el pago de la tasa ecológica por vertido de 
residuos peligrosos; la aplicación de las Mejores Técnicas Disponibles,  incorporadas en 
la A.A.I.,  debería incorporar la obligación de una valorización de estos residuos, y no 
una mera eliminación. También echamos en falta el compromiso de recuperación que 
exige el Plan Director de Residuos Urbanos de Andalucía (Decreto 218/1999), que fija 
el compromiso de obtener un 40% de la fracción orgánica tratada en forma de compost. 
También en esta Autorización se desglosan las medidas externas, pero no se entra en 
objetivos de gestión. Mientras que el proyecto de gestión preveía que la norma fuera el 
compostaje y la excepción el vertido del rechazo, la realidad ha sido la contraria: frente 
a previsiones de 30 o 40 mil toneladas de compost,  las cantidades que se recuperan son 
de poco más de mil toneladas, siendo el vertido la opción mayoritaria. 
 
 
Estas dos deficiencias de Miramundo y Bolaños se reproducen en la A.A.I.  del 
complejo Sur de Europa de Los Barrios: 
 

• No fija objetivos de recuperación de la basura que garanticen la jerarquía de 
gestión en los residuos. 

 
• No entra a valorar los procesos de la planta de tratamiento y la adopción de las 

mejores técnicas disponibles, limitándose a la casuística de fijar valores límite de 
emisión. 

 
Pasar de verter “rechazos” con un contenido en materia orgánica del 10% a residuos con 
el 30%  también es claramente un paso atrás.  

 

A pesar de estas críticas fundamentadas, por haber dejado pasar la oportunidad de 
alcanzar mejoras notables en la gestión de los residuos urbanos de la provincia de 



 

 

 
Cádiz, con Autorizaciones Ambientales Integradas aberrantes (Miramundo) o 
claramente insuficientes (Jerez, Los Barrios), la oportunidad del nuevo plan Director 
Andaluz de Residuos Urbanos y el nuevo reglamento de residuos de la Ley GICA, tiene 
que suponer un cambio cualitativo en la prevención y la correcta gestión de las basuras. 
Ecologistas en Acción seguirá denunciando las prácticas contrarias a la Ley en la 
gestión de los residuos y emplaza al mismo tiempo a la Administración a cumplir y 
hacer cumplir la jerarquía en la gestión de los residuos: 

PREVENCIÓN, REUTILIZACIÓN, RECICLADO, ELIMINACIÓN. 

 

Las alternativas de la Estrategia Andaluza de Desarrollo Sostenible Agenda 21 

Andalucía, aprobada hace 4 años son la vía para abordar correctamente el problema: 

 

• REDUCIR LA PRODUCCIÓN DE RESIDUOS EN ORIGEN, E 
IMPLANTAR DEFINITIVAMENTE SU RECOGIDA SELECTIVA 
PARA LOGRAR SU REUTILIZACIÓN Y RECICLAJE. 

 

• PROMOVER  UN SISTEMA DE RECOGIDA SELECTIVA QUE 
PERMITA DEFINIR Y ESTABLECER FLUJOS DE RESIDUOS 
PARA EL APROVECHAMIENTO DE LA MATERIA ORGÁNICA E 
INORGÁNICA, CON OBJETO DE REUTILIZARLOS, 
RECICLARLOS Y VALORIZARLOS, ANTES DE SU DEPÓSITO EN 
VERTEDERO, OPCIÓN ÚLTIMA QUE SÓLO DEBERÍA 
APLICARSE PARA LOS RECHAZOS DE LAS ANTERIORES 
OPCIONES DE GESTIÓN. 

 

• FOMENTAR LAS PRÁCTICAS DE RECICLAJE Y 
REUTILIZACIÓN, TANTO ENTRE PRODUCTORES COMO ENTRE 
CONSUMIDORES, MEDIANTE CAMPAÑAS DE 
SENSIBILIZACIÓN QUE ADVIERTAN SOBRE EL DESPILFARRO. 

 

 

 

 


